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Tema:
Compatibilidad de las pensiones que otorga el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio con las que se encuentran contempladas en el Sistema General de Pensiones. Los docentes nacionales y nacionalizados que se vincularon al sector público con antelación al momento en que entró a regir la Ley 812 de 2003, siguen sujetos al régimen pensional exceptuado de que trata la Ley 91 de 1989, en virtud del cual pueden optar, previo cumplimiento de requisitos, por una pensión vitalicia de jubilación a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Estos últimos, que además ejercieron la docencia en el sector privado y efectuaron aportes al ISS con antelación y/o luego de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, y/o lo hicieron a una administradora del régimen de ahorro individual con solidaridad a partir del momento en que empezó a regir el Sistema General de Pensiones, tienen derecho a derivar también de este régimen legal la pensión de vejez que allí se contempla, puesto que, en la hipótesis que se está desarrollando, el régimen pensional del Magisterio es un paradigma jurídico totalmente ajeno e independiente al que se acaba de hacer referencia, razón por la cual sus prestaciones, al tener una fuente autónoma, son compatibles con las que se tienen previstas en la Ley 100 de 1993.

Bonos Pensionales Tipo A. A la Nación corresponde expedir el Bono Pensional de aquellas personas, entre otras, que efectuaron aportes al ISS con antelación a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y que luego de este cambio legislativo, se trasladaron al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad –Art. 115, inciso 2º, literal a); Art. 121-.  Según las voces del artículo 118 de la Ley 100 de 1993, a estos títulos de deuda pública se les tipifica como Bonos Pensionales clase A.       

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, diecisiete de mayo de dos mil diecisiete
Acta número   __   de 17 de mayo de 2017
Hoy, en la fecha, siendo las tres y cuarenta y cinco minutos de la tarde (3:45 p.m.), la Sala No 2 de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en asocio de su Secretario se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión el día 15 de julio de 2015, en el proceso ordinario que ELBERT ACUÑA MARQUEZ promueve contra PROTECCIÓN S.A., COLPENSIONES y el MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO, cuya radicación corresponde al No. 66001-31-05-001-2010-01223-01.

El proyecto presentado por el Magistrado Ponente fue revisado y aprobado, conforme consta en el acta de la referencia y en él se da cuenta de los siguientes:

ANTECEDENTES

1- DEMANDA

Solicita el demandante que se condene Protección S.A. a devolver y pagar a su favor, el saldo de los aportes acumulados en la cuenta de ahorro individual, con los rendimientos financieros, incluyendo el bono pensional al que tiene derecho.

Instó a la judicatura a condenar a las entidades accionadas al pago de intereses moratorios a la tasa máxima permitida por la ley, más las costas del proceso. 

Fundamenta sus peticiones en que nació el 30 de noviembre de 1943; que estuvo afiliado al sistema general de pensiones al Instituto de Seguros Sociales y posteriormente se trasladó al régimen de ahorro individual administrado por ING Pensiones y Cesantías S.A., hoy Protección S.A. como trabajador del sector privado; que también se desempeñó como docente nacionalizado al servicio del Ministerio de Educación Nacional por más de 20 años, motivo por el cual, al arribar a los 50 años de edad le fue reconocida la pensión de jubilación por parte de Cajanal, teniendo en cuenta solamente el tiempo que prestó sus servicios al citado Ministerio.

Precisa que al cumplir 60 años de edad solicitó al Instituto de Seguros Sociales el reconocimiento y pago de la prestación a la que hubiere lugar luego de cotizar un total de 626.28 semanas al sector privado, pero le fue informado que debido a una situación de multivinculación se encontraba válidamente afiliado a Pensiones y Cesantías Santander.

Una vez cumplió 62 años de edad, solicitó al Fondo privado la devolución de saldos, a lo que accedió inicialmente, pero sin tener en cuenta el bono pensional, pues consideró esa entidad que el mismo debío ser incluido en la liquidación de la pensión de jubilación reconocida por prestar sus servicios al Magisterio, al paso que le reiteró que no podía percibir dos asignación del erario público como lo eran la prestación que actualmente percibe y al bono pensional a cargo de la Nación.
2- CONTESTACIONES DE LA DEMANDA

La AFP PROTECCION S.A. en la contestación–fls.47 a 54-, admitió los hechos de la demanda, pero precisó que si bien en el proceso de multivinculación se definió que el actor estaba válidamente afiliado a esa entidad, ello no implica que deba determinar el destino de las cotizaciones efectuadas ante el ISS, máxime cuando ninguna cotización efectuó en el RAIS, razón por la cual, el saldo en su cuenta de ahorro individual es 0.

Mediante auto de fecha 22 de marzo de 2013, el Juzgado ordenó la vinculación a la presente litis del Instituto de Seguros Sociales hoy Colpensiones, toda vez que en el expediente milita la historia laboral del actor, donde se registran novedades desde el año 1971 hasta 1983.  Una vez notificado y corrido el traslado respectivo, la entidad no efectúo pronunciamiento alguno.

Posteriormente, se dispuso la vinculación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, dado que esta era la entidad encargada de expedir el bono pensional que en últimas vendría a constituir el saldo en la cuenta individual, en caso de prosperar sus pretensiones de la demanda. 

Por su parte, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público dio respuesta a la demanda –fls.190 a 206- aceptando solo el hecho relacionado con la fecha de nacimiento del actor, los demás hechos no los aceptó por no ser de su conocimiento. 

Se opuso a todas las pretensiones de la demanda, formulando contra éstas las excepciones de mérito que llamó: “Inexistencia de obligación a cargo de la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público”, “Reconocimiento del respectivo beneficio pensional a cargo del ISS y no de la Nación – Ministerio de Hacienda” y la “Excepción genérica”.

3- SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Agotadas las etapas procesales, en la audiencia de juzgamiento que tuvo lugar el 15 de julio de 2015, se ordenó a Colpensiones realizar la corrección del archivo laboral masivo reportado al Ministerio de Hacienda y Crédito Público para incluir las cotizaciones efectuadas por el señor Acuña Márquez al Instituto de Seguros Sociales entre el 30 de junio de 1971 y el 30 de junio de 1983.  Dispuso también el a quo que una vez efectuado lo anterior, esa cartera Ministerial debía, dentro del mes siguiente a la ejecutoria del fallo, reconocer, emitir y pagar el Bono Pensional Tipo A, a favor del demandante y que vencido dicho término sin dar cumplimiento a la orden judicial, empezarían a correr intereses de mora.

A su vez, ordenó a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A. que realizará las diligencias a su cargo para obtener la emisión, redención y pago del referido bono pensional.

Expuso el a-quo de conformidad con los artículos 15 de la ley 100 de 1993 y 16 del Decreto 1299 de 1994, tiene derecho a bono pensional a cargo de la Nación, los afiliados que con anterioridad a su ingreso al régimen de ahorro individual hayan efectuado aportes al ISS, situación que ocurrió en el presente asunto, sin que puede alegarse la incompatibilidad entre el reconocimiento del bono pensional tipo A y la pensión de jubilación disfrutada por haberse desempeñado como docente al servicio del Ministerio de Educación Nacional, pues estas prestaciones no se financiaron con aportes efectuados a Colpensiones, ni con el citado bono pensional y además, el hecho de no haber acreditado los requisitos para acceder a la pensión de vejez en el RAIS, lo legitima para reclamar la devolución de saldos dentro de los que se incluye tal título.

4- APELACIÓN

El MINISTERIO de HACIENDA y CRÉDITO PÚBLICO, a través de su apoderado judicial, interpuso recurso de apelación contra la sentencia, argumentando que, de conformidad con el artículo 279 de la ley 100 de 1993 una persona afiliada al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio no puede vincularse al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, pues éstos están excluidos del mismo, motivo por el cual no les es aplicable ninguno de los dos regímenes originados en la ley 100 de 1993.

Sostiene también, que conforme lo dispone el artículo 218 de la Constitución Política, no pueden percibirse dos asignaciones provenientes del Tesoro Público y en el presente asunto, el bono pensional que pretende el actor es pagado con recursos públicos así como la prestación que percibe por cuenta del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por lo tanto no resulta ajustado a derecho reconocer a su favor el reconocimiento de dicho título valor, el que considera que, en caso de que se insista en su pago, tal obligación debe estar a cargo de Colpensiones, entidad encargada del régimen de prima media, al cual pertenece el señor Acuña Márquez por su actividad como docente.
Sostiene que en el presente asunto la afiliación al régimen pensional válida es la efectuada a Colpensiones, pues el actor no efectúo aporte alguno al RAIS, situación que se define a favor de ésta entidad, conforme lo establece el artículo 5º del Decreto 3995 de 2008. 
PROTECCIÓN S.A. a su turno indicó que se opuso a las pretensiones relativas A la devolución de saldos pretendida por el actor, principalmente porque éste no hizo cotización alguna al RAIS, al paso que resalta que la Cartera Ministerial llamada a juicio, siempre sostuvo que los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio estaban excluidos del sistema pensional reglado por la Ley 100 de 1993.
Refiere que resulta lógico que no existiendo información alguna en el interactivo del archivo masivo, por renuencia intencional de las entidades implicadas, no le fuera posible a este fondo adelantar las gestiones para obtener el bono pensional que aquí se reclama y por esa razón no accedió a la devolución de saldos, más nunca estuvo en desacuerdo con la liquidación del bono pensional, posición que estima no debió ser objeto de imposición de costas a su cargo.
Por su parte Colpensiones insiste en la exclusión de los docentes de los regímenes pensionales regulados por la Ley 100 de 1993, por ser, el de éstos, uno especial normado por otra serie de disposiciones.

Alega al igual que el Ministerio accionado la incompatibilidad de las prestaciones percibidas por cuenta del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y el título pensional cuyo redención y pago se pretende en este asunto, al paso que reporta inconsistencias en la historia laboral válida para prestaciones en el periodo comprendido entre el 1º de septiembre de 1971 y el 30 de junio de 1983, relacionadas con aportes simultáneos, pues el mismo está a cargo del empleador Cía de Seguros Bolívar y los ciclos de marzo y abril de 1972, la patronal reportada es Grolier Sudamericana, por lo que estima que, de persistir la orden de primer grado, deberán indicarse en la sentencia las cotizaciones que habrá de reportar la entidad, pues ella no está facultada para realizar alteración alguna, sin previa orden judicial.

CONSIDERACIONES

PRESUPUESTOS PROCESALES

No observándose nulidad que afecte la actuación y satisfechos, como se encuentran, los presupuestos procesales de demanda en forma, capacidad procesal y competencia, para resolver la instancia la Sala se plantea los siguientes:

PROBLEMAS JURÍDICOS

¿Tiene derecho el demandante a que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público redima el Bono Pensional tipo A que representa sus aportes al Instituto de Seguros Sociales y transfiera éste a la administradora del Régimen de Ahorro Individual en la cual se halla afiliado, a pesar de ser titular de una pensión vitalicia de jubilación a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio?

De acuerdo con la respuesta anterior, ¿Existe claridad frente al periodo que debe reportar Colpensiones para efectos de liquidar el bono pensional Tipo A?

¿Debe ser condenado en costas Protección S.A.?   

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1- COMPATIBILIDAD DE LAS PENSIONES QUE OTORGA EL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES DEL MAGISTERIO Y LAS QUE SE CONTEMPLAN EN EL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. 
Con la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003 –Por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006-, en especial su artículo 81, el régimen pensional del Magisterio dejó de ser exceptuado y pasó a ser parte del Sistema General de Pensiones implementado por la Ley 100 de 1993, para aquellos docentes que se vincularon al sector público con posterioridad al cambio legislativo, según lo dispuso el Parágrafo Transitorio 1º, adicionado por el Art. 1º del Acto Legislativo 01 de 2005. 

No obstante, los docentes nacionales y nacionalizados que se vincularon al sector público con antelación al momento en que entró a regir la Ley 812 de 2003, siguen sujetos al régimen pensional exceptuado de que trata la Ley 91 de 1989, en virtud del cual pueden optar, previo cumplimiento de requisitos, por una pensión vitalicia de jubilación a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

Estos últimos, que además ejercieron la docencia en el sector privado y efectuaron aportes al ISS con antelación y/o luego de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, y/o lo hicieron a una administradora del régimen de ahorro individual con solidaridad a partir del momento en que empezó a regir el Sistema General de Pensiones, tienen derecho a derivar también de este régimen legal la pensión de vejez, puesto que, en la hipótesis que se está desarrollando, el régimen pensional del Magisterio es un paradigma jurídico totalmente ajeno e independiente al que se acaba de hacer referencia, razón por la cual sus prestaciones, al tener una fuente autónoma, son compatibles con las que se tienen previstas en la Ley 100 de 1993. Así lo establece el inciso 2º del artículo 279 ibídem, que al tenor ilustra lo siguiente:  

“Así mismo, se exceptúa a los afiliados del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración…” (Subrayado y negrilla fuera del texto de la norma).

2- EL ARTÍCULO 128 DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL.
De conformidad con el artículo 128 constitucional “Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni recibir más de una asignación que provenga del tesoro público o de empresas o de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente determinados por la ley”.

3- LOS RECURSOS ECONÓMICOS DEL ISS –HOY COLPENSIONES-
Resulta totalmente claro que los recursos con los cuales se reconocen las prestaciones que otorga el régimen de prima media, al provenir de los aportes de empleadores y trabajadores, no tienen la calidad de dineros correspondientes al erario público y así lo establece el literal m) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, cuando indica que “Los recursos del sistema general de pensiones están destinados exclusivamente a dicho sistema y no pertenecen a la Nación, ni a las entidades que los administran”.
4- BONOS PENSIONALES TIPO A

A la Nación corresponde expedir el Bono Pensional de aquellas personas, entre otras, que efectuaron aportes al ISS con antelación a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y que luego de este cambio legislativo, se trasladaron al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, según el texto del literal a) inciso 2º del artículo 115 y el del artículo 121 ibídem.  

Según las voces del artículo 118 de la Ley 100 de 1993, a estos títulos de deuda pública se les denomina como Bonos Pensionales clase A.       

5- DEVOLUCIÓN DE SALDOS EN EL RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD 

Según las voces del artículo 66 de la Ley 100 de 1993, quienes a las edades de 62 años, si son hombres, o 57, si son mujeres, no hayan acumulado el capital necesario para financiar una pensión por lo menos igual al salario mínimo, tendrán derecho a la devolución del capital acumulado en su cuenta de ahorro individual, incluidos los rendimientos financieros y el valor del bono pensional, si a éste hubiere lugar, o a continuar cotizando hasta alcanzar el derecho.

6- EL CASO CONCRETO

En el presente caso, el señor Elber Acuña Marquez goza actualmente de una pensión vitalicia de Jubilación a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como se observa en la Resolución Nº 03250 de 8 de septiembre de 1994, expedida por el Ministerio de Educación Nacional –fls.145 y 146-.

Según la historia laboral que reposa en el expediente –fls.263 a 266-, la cual fue aportada por COLPENSIONES ante requerimiento del Juzgado de conocimiento, el señor Elber Acuña Márquez hizo aportes al Sistema General de Pensiones correspondientes a 626,29 semanas cotizadas ante el Instituto de Seguros Sociales, mismas que no fueron tenidas en cuenta para liquidar la pensión de jubilación que le otorgó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio mediante la Resolución Nº 03250 de 1994 –fls.145 y 146-, pues dicha prestación económica se sustentó única y exclusivamente en los más de 20 años de servicios que el demandante prestó como docente vinculado al Magisterio.

Ahora bien, es necesario precisar que Protección S.A. nunca cuestionó la validez del traslado del actor a ese fondo e incluso aportó el formato de vinculación a Davivir –después Santander, posteriormente ING Pensiones y Cesantías, hoy Protección S.A.-, diligenciado y suscrito por Acuña Márquez el día 14 de diciembre de 1994, afiliación que se hizo efectiva a partir del ciclo de enero de 1995.  Tampoco mereció reproche alguno al fondo privado, ni a Colpensiones la decisión del comité de multiviculación que intervino al presentase ésta situación con el actor, de determinar que quien debía tramitar y decidir la prestación económica del afiliado era la AFP Santander –fl 21-.

En este punto, vale la pena anotar en relación con el cuestionamiento Ministerio de Hacienda y Crédito Público, inoportuno por demás, respecto a  la vinculación del actor al RAIS, que el artículo 5º del Decreto 3995 de 2008, que consagra que  “En aquéllos caso en que el traslado de Régimen Pensional se haya efectuado atendiendo el término de permanencia mínima pero no se hayan hecho cotizaciones a la entidad seleccionada, por una única vez, para aquellas situaciones presentadas hasta el 31 de diciembre de 2007, la persona se entenderá vinculada a la administradora a la cual ha realizado las cotizaciones”, no le es aplicable al presente asunto, pues aun cuando el afiliado no reporta semana alguna en el fondo privado, para cuando entró a regir la citada disposición, desde el 3 de mayo de 2004 se había definido que el demandante se encontraba válidamente vinculado a la AFP Santander  –antes Davivir, posteriormente ING Pensiones y Cesantías y hoy Protección S.A.- tal y como se consigna en el auto 003 de 2004, expedido por Colpensiones y en la comunicación No 2680 del 1 de junio de 2004 en donde se comunica a ésta entidad la solución dada al caso de multiafiliación que presentó el actor –fls 19 y 20-. 
Dicho lo anterior, basta indicar que en el proceso se evidenció que fue un error del Instituto de Seguros Sociales no reportar en el archivo laboral masivo entregado a la Oficina de Bonos Pensionales la historia laboral del actor y además certificar que no era su afiliado, cuando en efecto, tal como lo indicó este en su demanda, registró cotizaciones entre el 30 de junio de 1971 y el 30 de junio de 1983, por cuenta de los empleadores Cía de Seguros Bolívar, Grolier Sudeamericana Ltda y uno no identificado, conforme el record de aportes visible del folio 263 al 266.  Dicho yerro permite concluir que estos aportes nunca fueron trasferidos a PROTECCIÓN S.A., debido a que el Ministerio no tenía registro de dichas cotizaciones.

La inconsistencia percibida no impide que la Sala declare que el señor Elber Acuña Márquez tiene derecho a que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a través de su Oficina de Bonos Pensionales, actuando en representación de la Nación, una vez agotado el procedimiento pertinente, emita el Bono Pensional Tipo A, por concepto de los aportes que aquel realizó al Instituto de los Seguros Sociales, a efectos de que los recursos representados en ese título valor sean transferidos o depositados en la cuenta de ahorro individual que posee en PROTECCIÓN S.A.

Lo anterior es así, toda vez que, como viene de explicarse, el hecho de que aquél perciba pensión de jubilación por cuenta del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio no genera incompatibilidad con otras asignaciones que tengan origen diferente al tesoro público, en tanto por haberse vinculado al magisterio antes de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, como lo prueba la ya citada Resolución Nº 03250 de 8 de septiembre de 1994, en el sub-lite, el régimen pensional del Magisterio sigue siendo exceptuado del Sistema General de Pensiones, de conformidad a lo previsto en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993. 

Precisamente, debe resaltarse que, tal como atrás se dijo, los recursos del sistema general de pensiones administrados por los fondos privados y por Colpensiones no pertenecen a la Nación, por lo tanto no hacen parte del tesoro público, lo que implica que el derecho que reclama el actor, respecto al bono pensional, por el periodo cotizado al ISS no tiene origen en el erario público y por lo tanto no riñe con la pensión que percibe por cuenta de sus servicios como docente estatal, y por ende no se vulnera el artículo 128 de la Constitución Nacional. De allí que no tenga vocación de prosperidad las excepciones que con este argumento presentaron las accionadas.
Dicho lo anterior, no existe razón que justifique la negativa alegada por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para proceder a emitir, expedir y pagar el valor del Bono Pensional tipo A con destino a la cuenta de ahorro individual del accionante, cuando se cumplen los presupuestos fácticos establecidos en el artículo 66 de la Ley 100 de 1993, dado que el demandante arribó a los 62 años de edad el 30 de noviembre de 2005, según la copia de la cédula de ciudadanía que obra a folio 44 del expediente, sin haber logrado acumular el capital suficiente para acceder a la pensión de vejez prevista en el Régimen de Ahorro Individual, debido a que sólo cuenta con un total de 626.29 semanas de cotización el ISS.

Bajo ese entendido, estuvo acertada la decisión adoptada por el a-quo al disponer que la OBP del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, una vez reciba de Colpensiones la corrección y adición del archivo laboral masivo que incluya al promotor de la litis, realice el procedimiento pertinente para la emisión, expedición y pago del Bono Pensional Tipo A, ello conforme a lo dispuesto en los artículos 17 y 52 del citado Decreto 1748 de 1995.

Respecto al reparo formulado por Colpensiones atinente a la necesidad de determinar en la sentencia los periodos a reportar para efectos de la liquidación del Bono Tipo A, dado que en el interregno comprendido entre el 30 de junio de 1971 y el 30 de junio de 1983, se reportan pagos simultáneos, baste decir que ninguna incidencia debe tener tal situación en la orden que debe cumplir la citada Cartera Ministerial, pues es esta entidad, luego de recibir el reporte completo de los periodos cotizados por el actor, la que determina los tiempos que considerará de conformidad con la disposición citada en precedencia.
Finalmente, en lo atinente al reproche  de Protección S.A. respecto a la condena en costas impuesta en primera instancia es del caso hacer notar que en la vía administrativa,  mediante comunicación de fecha 22 de junio de 2006, visible a folio 21 del expediente, Pensiones y Cesantías Santander negó la solicitud de reconocimiento pensional del actor alegando que no tenía derecho a bono pensional y posteriormente, ING Pensiones y Cesantías en misivas de fechas 5 de marzo y 22 de abril  de 2010 –fl 25 y 29 -, negó la solicitud de devolución de saldos que presentó el señor Acuña Márquez, indicando que no tenía derecho al pago del citado título, dado que los aportes efectuados al ISS fueron tenidos en cuenta para reconocer la prestación económica otorgada por el Fondo de Prestaciones del Magisterio, al paso que resaltó la imposibilidad constitucional de percibir dos asignaciones que provengan del tesoro público, respuestas todas que obligaron al actor a iniciar la acción laboral, sin que en el trámite administrativo se perciba una mínima gestión teniente a lograr la emisión, redención y pago del bono pensional por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

Ahora, al margen de lo anterior, en la contestación de la demanda –fls. 47 a 54- ésta última entidad si bien se opuso a la totalidad de las pretensiones bajo el entendido que en la cuenta individual del demandante no había saldo alguno para devolver, lo cierto es que formuló excepciones que a la postre no fueron declaradas probadas; por lo que necesariamente debe ser condenado en costas el fondo privado, en aplicación a lo dispuesto numeral 1º del artículo 365 del C.G.P., como acertadamente lo hizo el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión.

Así las cosas, como acertada estuvo la decisión recurrida, lo correspondiente es confirmarla.

Costas a cargo de los recurrentes.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia de primera instancia.

SEGUNDO. CONDENAR en costas a la parte demandada. 

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
DANIEL BERMUDEZ GIRALDO
Secretario Ad-hoc
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